
		
			
				[image: Beatriz Badorrey Martín. Taurinismo/antitaurinismo. Un debate histórico. Cátedra]
			

		

	
		
			Beatriz Badorrey Martín

			Taurinismo / antitaurinismo

			Un debate histórico

			[image: Cátedra]

		

	
		
			Índice

			NOTA PRELIMINAR

			CAPÍTULO PRIMERO. El origen de la tauromaquia

			CAPÍTULO 2. Las fiestas de toros en la Edad Media

			El derecho medieval

			CAPÍTULO 3. Las prohibiciones civiles y canónicas de los siglos XVI y XVII

			Primeras voces críticas: Las Cortes castellanas

			La opinión de los teólogos

			El Concilio de Trento y las bulas papales

			Última intervención papal

			La evolución del espectáculo

			CAPÍTULO 4. Toros e ilustración

			Los escritores ilustrados

			La posición de los políticos

			La prohibición de Carlos III

			Los viajeros extranjeros del siglo xviii

			Nuevas proscripciones

			CAPÍTULO 5. Se reabre el debate

			Vargas Ponce contra Salazar

			El antitaurinismo mitigado de Blanco White

			Las Cortes de Cádiz: Capmany contra Simón López

			De la simple tolerancia a la regulación

			CAPÍTULO 6. Continúa la división

			Apologistas

			Detractores

			Los viajeros extranjeros del siglo XIX

			CAPÍTULO 7. Nuevos foros de discusión

			Las Sociedades Económicas de Amigos del País

			Las Sociedades Protectoras de Animales y Plantas

			La prensa y los toros

			Los debates parlamentarios

			CAPÍTULO 8. Los intelectuales y los toros

			La Generación del 98

			Sánchez Mejías contra Salaverría

			Los novecentistas

			La Generación del 27

			CAPÍTULO 9. La polémica sale a la calle

			La Ley del descanso dominical

			Las polémicas capeas

			Los efectos de la Guerra Civil

			BIBLIOGRAFÍA

			CRÉDITOS

		

	
		
			
			A mis padres, Pedro y Maruja,
que me han dado todo

		

	
		
			
			NOTA PRELIMINAR

			El 28 de julio de 2010, el Parlamento catalán aprobó una ley que prohibía en aquella comunidad autónoma las corridas de toros y todos los espectáculos con toros que incluyeran la muerte del animal y la aplicación de las suertes de picar, banderillas y estoque, así como cualquier otra modalidad de espectáculos taurinos que tuvieran lugar dentro o fuera de las plazas de toros. Solo quedaron excluidas de la prohibición las fiestas con toros sin muerte del animal, los denominados correbous, en las fechas y lugares donde tradicionalmente se celebraban y siempre que no se infiriera daño a los animales. La citada ley era el final de un camino iniciado en 1998, cuando Cataluña aprobó la Ley 3/1988, de 4 de marzo, de protección de los animales. Dicha norma, pionera en su ámbito, prohibía el uso de animales en espectáculos, peleas y otras actividades que pudieran ocasionarles sufrimiento, o los convirtiera en objeto de burlas o tratamientos antinaturales, o bien en protagonistas de un espectáculo que pudiera herir la sensibilidad de las personas que lo contemplaban. No obstante, quedaban exceptuados los correbous y las fiestas de toros en aquellas localidades donde hubiera plazas construidas para celebrar dicha fiesta. Una ley posterior del mismo parlamento, de 4 de julio de 2003, ahondaba en la protección de los animales considerándolos seres vivos dotados de sensibilidad física y psíquica y prohibía explícitamente diversas formas de espectáculos con animales que implicaran su padecimiento o muerte. Con todo, quedaron vigentes las dos excepciones señaladas en la disposición anterior.

			A ellas se refería la Ley 28/2010, apuntando que el camino iniciado en 1988 debía completarse con la prohibición de las corridas de toros que, objetivamente, implicaban un maltrato al animal, provocándole dolor, padecimiento y, por último, la muerte. Entre otros argumentos se alegaba: 1) las evidencias científicas que mostraban la proximidad genética entre especies; concretamente, en el caso del toro y los humanos, parece que se comparten muchos aspectos de su sistema neurológico y emotivo; 2) el arraigo en la sociedad catalana de la consideración del toro como ser vivo capaz de sufrir; 3) el grado de sensibilización de aquella sociedad, que se traducía en posiciones favorables a la protección de los animales, lo que había provocado un fuerte descenso de la afición en Cataluña; 4) el rechazo que producían las corridas de toros en muchos extranjeros que visitaban nuestro país; 5) el sostenimiento de esos espectáculos, en parte, con dinero público.

			La ley catalana provocó la movilización del sector taurino. Una iniciativa legislativa popular (ILP) promovida por la Federación de Entidades Taurinas de Cataluña, que logró más de 590.000 firmas, se convirtió en una proposición de ley para regular la fiesta de los toros como bien de interés cultural. El proceso legislativo culminó con la aprobación de la Ley 18/2013, de 12 de noviembre, que declaró la tauromaquia patrimonio cultural señalando que «forma parte del patrimonio histórico y cultural común de todos los españoles, en cuanto actividad enraizada en nuestra historia y en nuestro acervo cultural común». Como apunta Fernández de Gatta,

			un hito en la historia, ya que, frente a la habitual falta de regulación o como mucho el uso de reglamentos, se utiliza de nuevo una ley (como en 1991), que además conecta definitivamente, y de forma ordinaria, la tauromaquia con el patrimonio común de los españoles (2015: 301).

			Dicha ley señala, entre las medidas de protección e impulso de la tauromaquia, su inclusión en la lista del patrimonio cultural inmaterial de la UNESCO, según lo establecido en la Convención de 3 de noviembre de 2003, ratificada por España en 2006. Objetivo recogido en la Ley 10/2015, de 26 de mayo, para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial.

			Al año siguiente, el Tribunal Constitucional, en sentencia de 29 de octubre de 2016, declaró nula e inconstitucional la ley catalana. En su razonamiento alegó que las corridas de toros son «una expresión más del carácter cultural, de manera que pueden formar parte del patrimonio cultural común que permite una intervención del Estado dirigida a su preservación ex art. 149.2 CE». Es decir, como apunta Tomás Ramón Fernández, el Alto Tribunal se esforzó en elegir el terreno más aséptico, el argumento técnico y menos comprometido, que era el de la intromisión de una comunidad autónoma en las competencias del Estado, entre las cuales se encuentra la preservación del patrimonio cultural español, una de cuyas expresiones son las corridas de toros. Con ello orillaba los temas de fondo que planteaba el recurso interpuesto en su día por el Partido Popular, pues la ley catalana podría contravenir varios derechos y libertades fundamentales, como la libertad de expresión, los derechos de producción y creación artística, el derecho a la libre elección de profesión u oficio o la libertad de empresa (2016: 372). Y, desde luego, la sentencia no entró en el espinoso asunto de los derechos de los animales.

			Pero el debate está en la calle y no es nuevo. Las fiestas de toros, desde su origen, han sido un espectáculo polémico que ha despertado grandes pasiones a favor y en contra. Papas, teólogos, monarcas y ministros intentaron prohibir las fiestas de toros en diversas ocasiones y por distintos motivos: desde las razones de orden moral y humanista alegadas en las bulas pontificias del siglo XVI hasta los argumentos utilitaristas, económicos y laborales planteados en la España de la Ilustración o las denuncias sociales, políticas y animalistas de las últimas centurias.

			El objetivo de este trabajo es mostrar los principales hitos históricos de esas dos maneras de ver una misma realidad: la fiesta de los toros. Desde luego, no resulta fácil resumir en unas páginas tan larga e intensa polémica; por ello las omisiones son obligadas. Pido disculpas y comprensión. En este estudio he intentado centrarme en los momentos más trascendentes del debate taurinismo / antitaurinismo, bien por la calidad de sus protagonistas, por el foro en el que se desarrolló o por la brillantez de los argumentos, que en algunos casos ha sido y es de un altísimo nivel intelectual. El recorrido histórico nos puede ayudar a entender mejor la situación actual, porque el debate sigue abierto y la sociedad continúa dividida en materia taurina.

			Quiero dar las gracias a quienes han hecho posible este libro. Al historiador Ricardo García Cárcel, por confiarme el proyecto. A los profesores José Antonio Escudero y Feliciano Barrios, que me animaron a adentrarme en el sugestivo mundo de la investigación taurina. Al profesor Carlos Martínez Shaw, que guía mis pasos en este camino. A Rafael Cabrera y Víctor Pérez López, por sus valiosas recomendaciones y préstamos bibliográficos. A Manuel Durán Blázquez, por poner a mi disposición su magnífico archivo fotográfico. A Raúl García Bravo, el editor, por sus sabios consejos y por su paciencia. Y, por supuesto, a mi familia, que siempre está conmigo.

		

	
		
			CAPÍTULO PRIMERO

			EL ORIGEN DE LA TAUROMAQUIA

			No es fácil estudiar el origen de la tauromaquia española porque, como todos los grandes orígenes, se pierde en la oscuridad. La escasez de fuentes de los periodos más antiguos nos obliga a rendirnos a la evidencia de que, aún hoy, ignoramos la génesis exacta de las actuales corridas de toros. Los autores que se han adentrado en tan procelosa cuestión aportan teorías muy diversas.

			El mítico culto al toro, tan arraigado en toda la cuenca del Mediterráneo, ha llevado a algunos estudiosos a buscar el nacimiento de estas fiestas en antiguas civilizaciones. Cristina Linacero apunta que los rasgos ancestrales que se atisban en las corridas de toros españolas solo pueden explicarse volviendo la mirada a un pasado remoto que se pierde en la noche de los tiempos. Mesopotamia, Egipto, Chipre, Creta, Grecia y Roma habrían dejado sus huellas en los actuales espectáculos taurinos. Su asociación con los ciclos agrarios y con las vírgenes o santos bajo cuyo patrocinio se acogen, unida al sentimiento festivo, popular y, a menudo, religioso que comparten sus participantes, así como las connotaciones carismáticas atribuidas al toro y el concepto del torero como un héroe, constituirían «las huellas de un hilo conductor iniciado en los albores del hombre cazador, cuya presencia evolutiva nunca se perdió» (2007: 272).

			Para otros escritores, las fiestas de toros serían una herencia del mundo romano. Así, el padre Mariana, en su Tratado sobre los juegos públicos, afirma que los juegos taurinos procedían de las antiguas cazas o venationes que se practicaban en los anfiteatros romanos y en las que unos hombres, condenados por jueces a esclavos, peleaban con las bestias. Eran unos espectáculos dedicados a los dioses infernales, porque se creía que las ánimas de los muertos se aplacaban con la sangre de los animales. Estos juegos fueron prohibidos por Constantino, pero la «costumbre nunca se quitó en España, o con el tiempo se ha tornado a revocar, por ser nuestra nación muy aficionada a este espectáculo, siendo los toros en España más bravos que en otras partes, a causa de la sequedad de la tierra y de los pastos». No obstante, destaca una diferencia esencial entre las antiguas cazas y los juegos taurinos practicados en España: en nuestro país, los lidiadores son toreros profesionales que salen por su voluntad al coso y no esclavos o condenados, como sucedía en Roma (1854: 451).

			El origen romano de las actuales corridas de toros españolas, como una evolución de los antiguos ludi, ha sido confirmado por algunos autores como Huizinga (2007: 226). Sin embargo, esta tesis muy pronto contó con la opinión contraria de buena parte de la doctrina, como Nicolás Fernández de Moratín, que veía una conexión muy remota entre ambos tipos de espectáculos. En su Carta histórica sobre el origen y progreso de las fiestas de toros en España, afirmó que en los juegos practicados en circos y anfiteatros, aunque había toros que eran lidiados por hombres, las circunstancias en que se hacía eran tan diferentes «que si en su vista se quiere insistir que ellos dieron origen a nuestras Fiestas de Toros, se podrá también afirmar que todas las acciones humanas deben su origen precisamente a los antiguos, y no al discurso, a la casualidad, o a la misma naturaleza». En su opinión, la fiereza de nuestros toros y el valor de los españoles determinaron que, desde tiempos muy antiguos, se practicaran batidas y cacerías que posteriormente se transformaron en corridas de toros, a pie y a caballo. En ese proceso evolutivo él destaca dos hitos fundamentales: el protagonismo del Cid Campeador, «el primero que alanceó los Toros a caballo», y la aportación musulmana, pues «los moros sin duda que tuvieron estas Funciones hasta el tiempo del Rey Chico, y hubo diestrísimos Caballeros que executaron gentilezas con Toros (que llevaban de la Sierra de Ronda) en la Plaza de Bibarrambla» (Moratín, 1777).

			Esta teoría gozó de cierta difusión durante el Romanticismo y, muy unida a la moda del orientalismo, se plasmó en diferentes artes como la pintura —véanse algunos grabados de la Tauromaquia de Goya que representan figuras de moros ejecutando algunas suertes— o la arquitectura, pues muchas plazas de toros se construyeron bajo inspiración mudéjar. Sin embargo, como apunta Flores Arroyuelo, tanto la tesis del origen romano como la de la influencia musulmana carecían de pruebas sólidas, por lo cual no pudieron fundamentar sus hipótesis y, poco a poco, fueron refutadas o cayeron en el olvido (1999: 24). Este autor, como la mayor parte de la doctrina, mantiene el origen autóctono y primitivo de las fiestas de toros. Entienden que la lidia de reses bravas fue fruto de la necesidad de cazar a este animal, bien para su consumo, bien para utilizarlo en el trabajo como buey. En aquellas comarcas donde los pastos, el agua y el clima condicionaron la evolución del ganado vacuno, generando fiereza y agresividad, el hombre tuvo que hacerse lidiador para dominar a esos animales necesarios para la alimentación y la agricultura. Lo que comenzó siendo una necesidad evolucionó hacia la realización de un rito de paso porque, una vez reducidos, los enmaromaban por las astas y los conducían a los corrales del pueblo o de los caseríos, convirtiendo esa actividad en una especie de juego o entretenimiento de alto significado debido a las connotaciones simbólicas del toro como animal portador de valor generativo, tal y como aparece regulado en algunos fueros medievales. Sin olvidar la consideración social y el reconocimiento individual que suponía la demostración de valor, aparentemente gratuita, de cuantos participaban en su conducción (1999: 76-78).

			Vargas Ponce también se decanta por el origen celtíbero de las corridas españolas: «No hay duda de que el lidiar de los toros sube en España a la más remota antigüedad». La fiereza de los toros y el valor y bizarría de nuestros primitivos pobladores, «entonces inocente, necesario y aún heroico», estarían en el origen de las «hoy bárbaras corridas». Ampara su teoría en los restos arqueológicos conservados, como las monedas con cornúpetas de Ampurias, Obulco, Oripo, Baylo y otros pueblos celtíberos, una lápida hallada junto a Osma y una piedra semejante con figura de toro, encontrada en el despoblado jienense de Iliturgi (1961: 18-20). En la misma línea, el conde de las Navas avala la tesis del origen ibérico y prehistórico de las corridas de toros con un erudito estudio de la numismática, pues las primeras monedas españolas llevaban la imagen del toro. Además, destaca el valor documental de la lápida de Osma, la denominada piedra de Clunia, encontrada en 1774 en la villa burgalesa de Peñalba y destruida en 1804. Por fortuna, fue copiada por el historiador Loperráez Corvalán en 1775 y reproducida por el arqueólogo Erro y Azpiroz. Representa a un hombre armado con espada y escudo enfrentándose a un toro, lo que le hace pensar que «debe ser un torero de oficio o de afición». Por todo ello, concluye: «El toreo en España es contemporáneo de sus primeros pobladores... quienes quiera que fuesen» (1985: 25-29). Más recientemente, apoya esta teoría Bartolomé Bennassar, que, reconociendo la dificultad de determinar el origen exacto de los juegos y tratos festivos con el toro, se inclina por el nacimiento de la tauromaquia en España. Las pinturas rupestres, tanto de la época magdaleniense —Altamira y Puente Viesgo— como del periodo neolítico —Albarracín (Teruel), Alpera (Albacete), Cogull (Lérida) o el Tajo de las Figuras en la laguna de La Janda (Cádiz)—, constituirían documentos irrefutables de la remota presencia del toro en suelo español. Y a ello habría que añadir ciertas tradiciones que atribuyen un uso de esos uros en acciones militares por parte de los iberos (2000: 20).

			Desde luego, los abundantes dibujos y grafismos conservados en el Levante español vendrían a confirmar la importancia de la ganadería bovina en amplias zonas de la península ibérica, con lo que ello supondría desde el punto de vista económico y alimenticio; pero algunas de esas pinturas, además de escenas de caza, podrían representar juegos o ritos de paso en los que los jóvenes se sentían atraídos por el riesgo que suponía enfrentarse a un animal, sumamente peligroso, mediante ciertas prácticas mágicas y religiosas. Así pues, parece que durante la prehistoria las grandes manadas de toros alcanzaron tal importancia en la Península que incidieron en el sentimiento religioso de sus primitivos pobladores, con un concepto de divinidad distinto al que se hallaba extendido por el norte de África o en el Mediterráneo oriental, de marcado carácter funerario (Flores Arroyuelo, 2000: 122-124).

			Por su parte, Álvarez de Miranda vincula el origen de las corridas de toros con la creencia mágica en la virtud genésica del toro y en la posibilidad de ser transmitida al ser humano, siendo dicha creencia la base y el origen del rito que posteriormente se transformó en juego. En su opinión, esta magia sexual del toro apareció un poco en todos los lugares del mundo antiguo, si bien su transformación en corridas solo se produjo en la cultura minoica y en la península ibérica (1962: 14-16). José María Blázquez también considera probado el culto al toro en la España prerromana. Los textos de Diodoro de Sicilia y numerosos restos arqueológicos confirmarían la sacralidad de toro en la antigua Hispania. Entre estos destaca algunos bronces del Museo de Guimarães, el procedente de Castelo de Moreira, el del Instituto de Valencia de don Juan, el bronce de procedencia desconocida del Museo Leite de Vasconcelos, los mangos de cuchillos votivos del Museo Arqueológico Nacional de Madrid, las esculturas de verracos, los depósitos de huesos de bóvidos encontrados en Numancia y en otros castros del noroeste, las pinturas numantinas que representan toros y danzas vinculadas al culto de este animal, las cabezas de Costig y los prótomos de toro y demás representaciones de este animal en piedra, metal o barro recogidas en todo el territorio ibérico, así como las numerosas representaciones del toro sobre monedas. Algunas de estas fuentes, como los verracos o los sarcófagos tauromorfos de Mallorca, demostrarían el carácter funerario del toro en Hispania, es decir, como elemento protector y guardián de ultratumba. Mientras que las representaciones del arte rupestre levantino —Cantos de la Visera, Alpera, La Zarza— responderían a un posible culto al animal (2007: 277 y 343).

			Jordá data la aparición de los toros en los abrigos levantinos entre el 3000 y el 2500 a.C. y llama la atención sobre las diversas formas de representación de estos animales. En primer lugar, cree que los rebaños podrían indicar una preocupación ganadera o económica; mientras que la presencia de numerosas figuras de toro, solitarias o aisladas dentro de conjuntos pictóricos, revelaría la existencia de una cierta supervaloración o atención cultural de dicho animal. Por otra parte, la presencia de «juegos con toros», como el abrigo de Cogull, en el que se representa un toro junto a cinco figuras femeninas, una de las cuales aparece en actitud de saltar, podría interpretarse como una posible tauromaquia de evidente ascendencia mediterránea, esto es, una forma de culto al toro de clara influencia cretense. Finalmente, la representación de elementos simbólicos —bucráneos—, simulacros antropomorfos revestidos con los atributos del toro, danzas, rituales ante uno de esos simulacros, escenas de ofrenda y sacrificio y figuras femeninas relacionadas con toros revelarían un posible culto al toro, cuyos antecedentes habría que buscar en los pueblos que colonizaron nuestra Península y lo incorporaron a una nueva economía de producción y a una vida social de carácter paleourbano (1976: 205 y 214).

			Por el contrario, para Sánchez Dragó, el culto al toro en la Península es tan antiguo que no entiende por qué la mayoría de los investigadores buscan el origen de la tauromaquia en Creta y no al revés. En su opinión, puesto que la cronología de ambos ciclos es imposible de precisar, la razón sería la existencia de más vestigios en la isla griega que en la Península. Al margen del lugar donde pudo darse la primera «tanda de naturales» —Egipto, Creta o España—, concibe la tauromaquia como un culto que surge «precisamente al conferir carácter sacro a un tótem que no inmola por vesania, sino para que los oficiantes adquieran su energía vital» (1980: 136-139). Mariate Cobaleda también destaca el carácter sacro de las corridas de toros señalando que, de las antiguas religiones taurinas del Oriente meridional, en la actualidad solo la India continúa creyendo en la sacralidad de la vaca como principio femenino y maternal. Por lo que respecta a la península ibérica, desde los inicios de su historia el toro debió de ser considerado símbolo de lo sagrado, emblema de la divinidad fecundadora y solar. Y esa cultura del toro se habría mantenido en nuestro país ininterrumpidamente, durante siglos, hasta la corrida de toros actual, tal y como demuestran la historia, la etnología y nuestras artes (2002: 71).

			Al margen de estas cuestiones sobre el origen de los primitivos ritos y prácticas vinculadas con el toro, aún no resueltas definitivamente por la doctrina, lo cierto es que la consolidación de los festejos taurinos en España tuvo lugar en la Edad Media o, al menos, de esa época son los primeros testimonios que se conservan relativos a este espectáculo.

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			LAS FIESTAS DE TOROS EN LA EDAD MEDIA

			A medida que se iban reconquistando nuevos territorios, repoblándose las ciudades y afianzándose la paz en los reinos cristianos, aumentaban la cultura, el lujo y, sobre todo, las diversiones como torneos, justas, juegos de cañas, sortijas, alcancías y luchas de toros. Estas últimas se convirtieron en las favoritas de la nobleza, pues les permitían mostrar su valor al tiempo que servían como entrenamiento militar. Lo cierto es que, muy pronto, en todas las cortes peninsulares se organizaron corridas de toros. Una de las primeras noticias al respecto es el festejo taurino celebrado en León el año 815 con motivo de las Cortes que convocó don Alonso II el Casto, pues, según consta en la Crónica General: «Mientras que duraron aquellas cortes lidiaban cada día toros e bofordaban de cada día e facían muy grandes alegrías». A partir de entonces, en todas las cortes de la Península los principales acontecimientos felices, como matrimonios, nacimientos, recepción de embajadores, victorias militares, alianzas, etc., fueron celebrados con corridas de toros. Por ejemplo, en los Anales de la Corona de Aragón se habla de tales funciones como de costumbre establecida en la corte aragonesa ya en 1328 (Vargas Ponce, 1961: 36-37). Ese año, con motivo de la coronación de Alfonso IV el Benigno, hubo en Zaragoza grandes regocijos públicos. Entre otros, a un lado de la Aljafería se dispuso un hermoso campo cerrado con tapias para correr toros, donde cada parroquia de la ciudad envió el suyo, «divisado con las armas reales y con mucha música y gente y monteros, que alanceaban los toros, que era más conforme a la costumbre que hubo en los tiempos antiguos, que a lo que agora se usa» (Conde de las Navas, 1985: 47). A la vista del texto, parece que en el siglo XIV, junto al toreo caballeresco, coexistía otro ejecutado por matatoros profesionales.

			[image: ]

			Toreo caballeresco medieval: suerte de la lanzada.

			Así fue: desde el principio se pergeñaron dos tipos de espectáculos. Por un lado se organizaban corridas caballerescas protagonizadas por hombres a caballo que, a modo de entrenamiento militar, se enfrentaban a un toro que era concebido como un enemigo al que había que aniquilar. La suerte suprema en aquella época era la lanzada, y consistía en arrojar una lanza a la cerviz del toro para darle muerte; si no se conseguía, era rematado por hombres de a pie mediante espadas, dardos y venablos. Por otra parte, frente a estos espectáculos típicamente nobiliarios, se fueron configurando otras fiestas taurinas populares, en las cuales una muchedumbre heterogénea y desordenada se enfrentaba a un animal que no era visto como un enemigo sino todo lo contrario, como un ser mítico y hasta sobrenatural al que simplemente se quería tocar para adquirir su fuerza genésica o poder fecundador, por lo cual, generalmente, era devuelto a la libertad. Este toreo a pie, de origen popular, surgió y se fue desarrollando en distintos lugares de la Península de manera simultánea «con aportaciones e influencias cruzadas durante un largo periodo de tiempo», en palabras de Gonzalo Santonja (2010: 10-11). La normativa local —fueros y ordenanzas municipales— vendría a corroborar esa dispersión por el territorio nacional.

			EL DERECHO MEDIEVAL

			Los juegos populares con toros debían causar frecuentes daños en las cosas y en las personas. Para evitarlo, muy pronto tales festejos fueron objeto de policía y legislación. Las primeras disposiciones sobre esta materia las encontramos en algunos fueros medievales. El paso por los pueblos de toros y vacas, enmaromados o azuzados por perros, para conducirlos al matadero o para practicar con ellos juegos y ritos, provocaba situaciones de peligro con golpes, cogidas y otros daños de diversa consideración. Por eso fue preciso regular estos supuestos. Muchos fueros medievales se refieren a la responsabilidad por daños causados por la acción de los animales. La regla general fue responsabilizar al dueño, aunque no le alcanzaban las consecuencias de carácter penal —pérdida de la paz, enemistad, castigos corporales o prisión— por sentarse la presunción de involuntariedad, quedando tan solo obligado a satisfacer las multas y composiciones accesorias a los perjuicios producidos. Una de las soluciones más frecuentes fue la de otorgar al dueño un derecho de opción entre el pago de esas sanciones pecuniarias o la entrega del animal causante del daño al perjudicado. Llama la atención que en algunos fueros quedan exculpados de esa responsabilidad quienes traían a esos animales para celebrar festejos taurinos, concretamente un antiguo rito llamado del toro nupcial (Badorrey, 2009b: 612).

			Ya hemos avanzado que en la Península, desde la antigüedad, se admitió la virtud del toro como agente transmisor de poder genésico y fecundador. En consecuencia, se entendió que no había ocasión más propicia para buscar ese poder que el momento del matrimonio. Este fue el origen del denominado «rito del toro nupcial», que consistía en un modo peculiar de tratar al toro bravo. En este tipo de festejos, la práctica más habitual era azuzar al animal por las calles de la ciudad, al tiempo que le arrojaban pequeños arponcillos o azagayas para hacerle derramar sangre e impregnar con ella sus ropas, especialmente la capa del novio, para, de este modo, conquistar y aumentar el poder generativo del varón. Pues bien, algunos fueros aragoneses, como la Compilación de Huesca de 1265 o el Fuero de Jaca, en su versión romanceada del siglo XIII, establecen que el que azuzara a un buey, si este causara daño, lo perdería «salvo si lo azuzaran por razón de bodas», es decir, eximían al dueño del animal de los daños causados cuando estos fueran consecuencia de la celebración de un festejo taurino como el rito del toro nupcial (Badorrey, 2017a: 111-113).

			También el derecho navarro recogió esta exención y, además, introdujo un elemento nuevo al ampliarla a los festejos taurinos que se organizaban con motivo de la celebración de la primera misa, es decir, cuando el nuevo oficiante cantaba misa por primera vez. Concretamente el Fuero de Tudela, también de mediados del siglo XIII, disponía que si al ser conducida una res por el pueblo al matadero causara daño, el dueño la perdería,

			pero —añadía— si el traimiento fuese por razón de bodas, de esposamiento o de nuevo misacantano, si se produjere algún daño, no haya pena alguna, si se demuestra que el tenedor o tenedores de la cuerda no la soltaron o aflojaron maliciosamente para hacer daño o escarnio (cit. en Badorrey, 2017a).

			En este caso, lógicamente, dicha extensión no respondía a un deseo del nuevo oficiante de potenciar su fertilidad, sino al hecho de que cambiaba de estado, es decir, se separaba del grupo de varones para pasar a otro estado, en este caso el religioso. La razón es que los ritos taurinos también aparecen asociados a estas separaciones celebradas con toros porque el varón tendía a identificarse con los valores que se atribuían a este animal, como bravura, casta, entereza, nobleza, poderío, raza, seriedad... Lo cierto es que esta práctica dejó su huella en la corrida moderna, ya que, por un fenómeno de extensión semántica, pasó a denominarse toricantano al torero que actuaba por primera vez. Cossío cree que la palabra fue inventada por Quevedo (Badorrey, 2017a: 13-140).
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			Miniatura de las Cantigas de Alfonso X el Sabio: toreo popular medieval.

			Parece que hasta el siglo XIII los festejos taurinos populares tenían carácter particular, pues se organizaban con motivo de celebraciones privadas como bodas o misas nuevas. En general los propietarios del animal, que eran los responsables de tales diversiones, quedaban exentos de los posibles daños causados por las reses siempre que no actuaran maliciosamente. Ahora bien, la afición creció y las diversiones con toros se multiplicaron porque el pueblo extendió ese tipo de festejos a la celebración de cualquier acontecimiento feliz, como victorias militares, alianzas, entronizaciones, nacimientos, visitas de autoridades, el fin de una plaga o las distintas festividades religiosas. Y es que los juegos con toros, además de permitir a los jóvenes mostrar su valor, divertían al pueblo debido a los frecuentes golpes y revolcones, que causaban gran hilaridad entre el público. Ahora bien, en ocasiones esos daños podían ser muy graves, y llegaban a causar la muerte de algunos participantes. Para evitar tales desgracias y tomar las precauciones necesarias, los concejos asumieron la organización de los festejos. Lo primero que hicieron fue adoptar una serie de medidas encaminadas a evitar posibles daños en las personas y en las cosas, como suprimir las corridas de toros por las calles de la ciudad y fijar unos lugares específicos para ello.

			Una de las primeras disposiciones en tal sentido es una norma añadida al Fuero de Madrid (1202) durante el reinado de Fernando III el Santo, seguramente hacia 1235, que dice así:

			Los jurados, los alcaldes, los fiadores y el Concejo de Madrid ajustaron esto: que cualquier hombre que corriere vaca o toro dentro de la Villa, pague tres maravedises a los fiadores; y cuando metieren en la Villa la vaca o el toro, llévenla atada con dos sogas, una a los cuernos y otra al pie. Igualmente, el hombre que tirase una piedra o garrocha a la vaca o el toro, o bien corriera en el coso con lanza o palo aguzado, pague dos maravedises a los fiadores, por cada cosa que ejecutare de las vedadas en la carta (cit. en Badorrey, 2009b).

			El coso o arenal de la villa era una pequeña superficie, situada fuera de las murallas, donde se celebraban juegos públicos y donde los jinetes se ejercitaban en las carreras. Tal espacio debió de ser uno de los primeros lugares aprovechados para correr toros. En cuanto a su ubicación en Madrid en aquella época, parece que estaba situado debajo de la puerta de la Vega, a la izquierda del puente de Segovia. Se conserva una tradición de que durante la Edad Media en tal lugar se corrían toros y cañas, espectáculos que el pueblo presenciaría desde la muralla. Lo importante es que con el establecimiento de un lugar específico para estos juegos, situado fuera de la ciudad, se pretendía evitar los posibles daños y lesiones que causaban estos animales cuando se corrían por las calles de la ciudad, a menudo sin previo aviso. Por ello se establece una multa de tres maravedís para cualquier hombre que corriera vaca o toro dentro de la villa. El mismo sentido tiene la orden de que cuando se introdujeran estos animales en la ciudad debían ir atados con dos sogas, una a los cuernos y otra a las patas. Es curioso destacar que esta palabra también ha dejado su huella en las modernas corridas de toros, pues a las plazas de toros se las denomina «cosos» (Badorrey, 2009b: 616-618).

			Además de los cosos, fueron utilizadas como ruedos algunas plazas municipales, generalmente las del mercado por ser las más espaciosas y estar situadas a las afueras de la villa o ciudad. Así, una ley elaborada por el Concejo de Zamora en 1279 dispone:

			Defendemos que ninguno sea osado de correr toro ni vaca brava en el cuerpo de la villa, sino en aquel lugar que fue puesto que dizen Sancta Altana; y allí cierren bien, para que no salga a hazer daño. Y si por ventura saliere, mátenlo para que no haga daño. Y aquel que esto contraviniere, pague C maravedís de la moneda mayor que corriere en la tierra, la mitad para los muros de la villa, y la otra mitad para los jueces, y para enmendar el daño (cit. en Badorrey, 2009b).

			Tales plazas eran acondicionadas para este tipo de celebraciones. A tal efecto se cerraban las bocacalles y los espacios abiertos con barreras y talanqueras de madera. Además, se levantaban tablados para ubicar, debidamente seguro, al público; y se construían corrales para los toros. Todos estos gastos solían correr por cuenta del Ayuntamiento, lo que, en ocasiones, provocó la crítica de algunos regidores (Badorrey, 2009b: 619-620).

			A partir del siglo XIV, el concejo pleno o abierto fue sustituido por el regimiento o concejo cerrado. Como consecuencia, el conjunto de los vecinos perdió su facultad de participar en el gobierno municipal y esa potestad recayó en los regidores, que, en adelante, asumieron el gobierno y la regulación de los asuntos ciudadanos. La asunción de la potestad normativa coincidió con el crecimiento urbano y con la aparición de nuevas situaciones sociales y económicas que no estaban previstas en los antiguos fueros. Para regular esas circunstancias se promulgaron ordenanzas u ordinaciones que constituirían una nueva y última etapa del derecho municipal medieval. Así pues, desde el siglo XIV las ordenanzas se ocuparon de la regulación de todos los aspectos de la vida municipal, como la organización y funcionamiento del cabildo, la policía y seguridad, el urbanismo, el comercio, la agricultura y ganadería, las fiestas y juegos públicos, etc. En ese ámbito de gobierno local se encontraban las fiestas de toros. Siguiendo las pautas establecidas en los fueros, las ordenanzas municipales estipularon una serie de cautelas tendentes a garantizar un cierto orden en el espectáculo y la seguridad de los asistentes al mismo. Una de las primeras fue la de fijar lugares específicos para los festejos taurinos, que, en general, continuaron siendo los cosos o las plazas públicas, muchas de las cuales llegaron a tener carácter fijo y estable. En tal sentido, unas ordenanzas de la ciudad de Ávila de 1334 establecieron que los toros que se llevaban para conmemorar la fiesta en honor de los Santos Mártires Vicente, Sabina, Cristeta y Pedro del Barco se debían lidiar en el coso de San Vicente. Además se tomaron otras medidas tendentes a evitar posibles daños. Por ejemplo, en las actas municipales encontramos numerosos acuerdos que regulan la construcción de corrales para los toros y de burladeros o guaridas para los corredores, así como el levantamiento de las barreras y talanqueras necesarias para cerrar la plaza y ubicar debidamente seguro al público; e, incluso, algunas ordenanzas municipales prohíben la participación en estos festejos de niños, ancianos, ciegos, cojos y lisiados.

			Frente a este derecho popular formulado en los fueros y ordenanzas municipales que respetó y reguló las fiestas de toros, en la Baja Edad Media llegó a la Península otro derecho, de raíz erudita, elaborado por los maestros de Bolonia, el denominado Ius Commune o derecho común. Su llegada supuso el triunfo de la recepción romano-canónica en Castilla, ya que ese derecho se plasmó en una gran compilación jurídica: las Siete Partidas de Alfonso X el Sabio. En esta obra también encontramos referencias explícitas a las fiestas de toros, pero con un objetivo bien distinto al contemplado por el derecho local. Se podría afirmar que en Las Partidas se plasmaron las primeras posiciones antitaurinas, procedentes de algunos sectores de la Iglesia y del derecho. Cuatro leyes de la compilación aluden total o parcialmente a las fiestas de toros, pero su finalidad no era la regulación del espectáculo sino la reprensión, entre lo jurídico y lo moral, de determinadas conductas (Plasencia, 2000: 13).

			La ley 57 del título V de la Primera Partida, cuyo marbete reza: Que los prelados non deven deyr a ver los juegos, nin jugar tablas nin dados, nin otros juegos, que los sacassen de sossegamieto, incluye la lidia de toros entre los espectáculos a los que no deben concurrir los prelados. La justificación de esta prohibición era la ejemplaridad y austeridad que debían mostrar los clérigos en sus costumbres. Por lo tanto, ciertas actividades profanas, como lancear, tirar bohordos, lidiar toros y bestias bravas, jugar a los dados, tablas, a la pelota o al tejuelo, cazar aves y animales, eran lícitas para los laicos pero no para los clérigos. La ley seguía las pautas marcadas en el IV Concilio de Letrán de 1215, duodécimo ecuménico, entre cuyos objetivos estaba el de restablecer la disciplina y moralidad del clero. Entre las setenta disposiciones promulgadas por el sínodo, una, la constitución 16, prohibía todas aquellas actividades que alteraran la paz y el sosiego propios de la vida religiosa, como asistir a sesiones de teatro, jugar a los dados o a las tablas o ser espectadores de tales juegos. Al adaptar esa norma a las circunstancias particulares de la Península se incluyó, entre las prácticas prohibidas, la asistencia de los clérigos a las fiestas de toros, estableciendo que quien desobedeciese sería suspendido (Badorrey, 2017a: 160). Para Caro Baroja, la consideración de las corridas de toros, en sus distintas variedades, como un juego resultó determinante para que algunos teólogos católicos las pusieran en relación con los antiguos ludi romanos, concretamente con los juegos y espectáculos circenses. Al hacerlo, la consecuencia parecía indefectible: correr toros era cosa profana y condenable desde el punto de vista cristiano (Caro Baroja, 1984: 243). Es interesante destacar que todas las autoridades religiosas se hicieron eco de la prohibición. Por ejemplo, los libros de confesión medievales también incluyeron las fiestas de toros entre las actividades lícitas para los laicos, hombres y mujeres, pero prohibidas para los religiosos, incluidas las monjas. Así, al referirse a ciertas actitudes relacionadas con la ociosidad, se establece: «Es un deleite honesto [correr los toros], aunque haya mucha gente; la mujeres pueden asistir, siempre que no vayan a ver o ser vistas por los hombres; a las monjas no les es lícito asistir» (cit. en Sánchez Herrero, 1993: 507).

			Pese a las prescripciones, los clérigos continuaron asistiendo a los festejos taurinos y participando en ellos. Por ello fue preciso reiterar la prohibición de Las Partidas en diversos sínodos eclesiásticos celebrados en las siguientes centurias. Así, en la asamblea reunida en la localidad burgalesa de Medina de Pomar, en el año 1500, se estableció la prohibición del clero de asistir a capeas y correr toros; además, se prohibía la celebración de corridas de toros en los cementerios de las iglesias del obispado. Igualmente, en otro sínodo celebrado ese mismo año en Palencia se prohibía a los clérigos andar «corriendo el toro en la plaza a pie con los seglares». La reiteración de las prohibiciones y las noticias de pleitos incoados contra ciertos clérigos por contravenir tales disposiciones nos hacen pensar en el fuerte arraigo social de tales prácticas.

			La ley 4 del título VI de la Tercera Partida, titulada: Como aquel que lidia con bestia brava por precio quel den non puede ser bozero por otro, si non en casos señalados, impide abogar por otro a quien lidie con bestia brava por precio. En cambio, se le permite cuando lo hace solo por probar su fuerza, o cuando lo hace por dinero pero para enfrentarse a alguna bestia dañina. La justificación es que se creía que quien se aventuraba a lidiar con bestia brava por un precio podría engañar en juicio en caso de recibir dinero para ello. Es decir, se cuestionaba su moralidad, y siguiendo la tradición del derecho romano-justinianeo, el abogado debía ser ante todo una persona digna, honorable e irreprochable. Por ello excluía a aquellos sobre los que pudiera recaer cualquier nota de infamia.

			En el mismo sentido, la ley 5 del título VII de la Sexta Partida, bajo el título: Como el padre puede deseredar al fijo si se fiziese juglar contra su voluntad, e de las otras razones por que lo puede fazer, incluye entre las causas de desheredación el desempeño de determinados oficios, como el de juglar, o el que contra la voluntad de su padre luchara con otro por dinero o con alguna bestia brava. La justificación era el carácter infamante de esos oficios cuando se realizaban por dinero, es decir, con carácter profesional.

			A las infamias se refiere la cuarta norma, la ley 4 del título VII de la Séptima Partida: De las infamias de derecho, que califica como infames a los que lidian con una bestia brava por precio, pero no a quienes lo hacían por probar su valor o para protegerse o proteger a un amigo. En el mismo sentido se refiere, por ejemplo, a los juglares. Es decir, el juglar que hacía espectáculo de sí mismo por precio era infame, y no lo era el que tañía un instrumento o cantaba por solaz suyo o de sus amigos y señores. Se trataría, por tanto, de ejercicios o actividades lícitas que se degradaban al realizarse por dinero.

			Así pues, en Las Partidas pueden distinguirse dos actitudes ante la lidia de toros. Por una parte, el reconocimiento de una realidad, que era la proliferación de las fiestas de toros en Castilla, especialmente a partir del siglo XIII. Por otra, la influencia de la mentalidad punitiva del derecho romano-justinianeo y de los Padres de la Iglesia. Por ello, se arbitró una doble solución que consistió en respetar la lidia caballeresca y condenar la profesional. La consecuencia fue el reconocimiento del toreo ecuestre, protagonizado por los nobles con una finalidad lúdico-militar, y la condena del toreo popular practicado por gentes de a pie, esto es, por matatoros profesionales que actuaban por dinero (Badorrey, 2017a: 163-164).

		

	
		
			CAPÍTULO 3

			LAS PROHIBICIONES CIVILES Y CANÓNICAS DE LOS SIGLOS XVI Y XVII

			En el siglo XVI, las fiestas de toros se habían consolidado como el espectáculo favorito de los españoles, por lo cual se convirtieron en un fenómeno lúdico prácticamente imprescindible en la celebración de las principales festividades civiles y religiosas. Ahora bien, esta proliferación del espectáculo taurino no fue bien vista por algunas autoridades, que, con distintas medidas, intentaron prohibirlo.

			PRIMERAS VOCES CRÍTICAS: LAS CORTES CASTELLANAS

			Las primeras voces críticas contra las fiestas de toros surgieron en las Cortes castellanas. En las celebradas en Burgos en 1512, los procuradores denunciaron los agravios que los comisarios, tesoreros y predicadores del Consejo de Cruzada hacían en las villas y ciudades del reino al quedarse con parte del dinero que algunos lugares y cofradías gastaban en sus comidas y corridas de toros. Por ello, solicitaron al monarca el cese de estos abusos. La respuesta del rey Fernando el Católico fue que se tomaran todas las provisiones necesarias para que cesaran tales extorsiones. Pero las provisiones no se cumplieron y continuaron los abusos, que volvieron a denunciarse en las Cortes de Valladolid de 1518 y en las de Santiago y La Coruña de 1520 (Cortes, 1882: 237 y ss.).
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			Fiesta de toros en el castillo de Benavente con motivo de la visita de Felipe el Hermoso en 1506.

			En estos casos los procuradores no cuestionaron las corridas de toros; bien al contrario, lo que se censuraba eran los abusos que cometían los comisarios de Cruzada en los festejos que organizaban, con sus propios fondos, las cofradías. Ahora bien, en las Cortes de Valladolid de 1555 la referencia a las corridas de toros fue bien distinta. En esta ocasión algunos procuradores denunciaron los graves inconvenientes que se seguían de estos festejos y solicitaron su prohibición. Así lo manifestaron en la petición 75:

			Que no se corran toros. Otrosí, dezimos que por correrse toros en estos reynos se siguen muchas vezes muertes de hombres e otros muchos inconvenientes como es notorio: lo qual es gran daño. Suplicamos a V.M. sea servido de mandar que no se corran los dichos toros, o que se dé alguna orden para que si se corrieren no hagan tantos daños (Cortes, 1903: 665).

			Ante esta primera petición de supresión de las corridas de toros la respuesta del rey fue contundente: «A esto vos respondemos, que mandamos que en esto no se faga novedad» (Cortes, 1903: 665).

			Pero el espíritu crítico había calado en algunos procuradores, y en el reinado siguiente volvió a presentarse la misma demanda. En las Cortes que se celebraron en Madrid de 1566 a 1567 se planteó un serio debate sobre la prohibición de las fiestas de toros. Las posiciones antitaurinas estuvieron representadas, en primer lugar, por el bachiller Sosa, que planteó su posición señalando los inconvenientes que se seguían de las corridas de toros y la poca utilidad de estos festejos para la república. Además, el clérigo aludía a un motu proprio del papa en el cual ordenaba que «so pena de la vida, en las tierras de la Iglesia no se consientan correr toros». Por todo ello, suplicaba al rey que prohibiera las corridas de toros en sus reinos. En el mismo sentido se manifestaron dos procuradores de Burgos, Cristóbal de Miranda y Francisco Ruiz, solicitando que se pidiera por capítulo general la supresión de los festejos taurinos. Y del mismo parecer fueron: Bartolomé de Ordás, de León; Hernán González Castañón, de Granada; Juan Núñez de Illescas, de Sevilla; el jurado Hernando Chacón; Francisco de Córdoba, y Hernando de Molina.

			Ahora bien, el planteamiento no era unánime y las corridas de toros también tuvieron sus defensores. El cordobés Cosme de Armenta señaló que correr toros reportaba beneficios y provechos, y fundamentalmente servía como entrenamiento militar para los caballeros, pues gracias a estos festejos se ejercitaban todo al año tanto en la monta a caballo como en el uso de las armas: lanza y adarga. En consecuencia, si se prohibían las corridas de toros, habría falta de caballos y decaería la monta a la jineta, tan necesaria para el arte de la guerra. Así pues, suplicaba al rey que promulgara una ley expresa para que se corrieran toros. Los murcianos Alonso Lázaro y Alonso López pidieron que esta propuesta se pusiera por capítulo.

			Alonso Vélez, de Jaén, replicó a Cosme de Armenta que los caballeros podían ejercitarse en las armas sin necesidad de que hubiera corridas de toros. Los procuradores de Salamanca Antonio del Castillo y Diego de Solís de Lugo pidieron que se pusiera por capítulo. De la misma opinión fue Gaspar Ramírez de Vargas, de Madrid. Mientras que el otro procurador madrileño, Pedro de Vozmediano, recordó que sobre esto ya había tratado el reino, y que entonces se acordó por mayoría acudir al monarca; por tanto, esto es lo que se debía hacer. Los procuradores de Soria estaban divididos, mientras que el doctor Marrón se conformaba con Bartolomé de Ordás y Francisco de Neyla era del parecer de Cosme de Armenta. Los de Valladolid, el doctor Ondegardo y el licenciado San Pedro, pidieron que se pusiera por capítulo, al igual que Juan de Henao, de Ávila. Por su parte, Gil de Villalba dijo que era del voto de Cosme de Armenta. Tampoco hubo acuerdo entre los procuradores de Cuenca, pues Juan de Zárate era partidario de pedir por capítulo que no se corrieran toros, y Martín de Pedrosa señaló que se debía esperar hasta que no hubiera constancia de «si están relajados los juramentos de las cofradías». Antonio de Ledesma, de Zamora, votó que se corrieran toros. Los procuradores segovianos, Pedro de León de Heredia y Diego de Porras, se conformaron con Cosme de Armenta. Y en el mismo sentido se pronunciaron Juan de Ulloa, de Toro, y Francisco de Roxas y el jurado Baltasar, de Toledo (Actas, 1862: 172-175).

			El resultado de la votación fue el siguiente: de los treinta y un procuradores presentes, diecisiete acordaron suplicar al rey, por capítulo general, la prohibición de las corridas de toros; nueve votaron que se corrieran toros; dos, que se debía ver antes el motu proprio del papa; tres, que era el bachiller Sosa quien debía presentar la petición al rey y no las Cortes del reino, y uno, que, antes de presentar la solicitud, se debía comprobar si estaban relajados los juramentos de las cofradías (Badorrey, 2017a: 311).

			A la vista del resultado se acordó por mayoría solicitar al rey, por capítulo general, que no se corrieran toros. Así quedó plasmado en la petición 51:

			Otrosí: decimos que por esperiencia se ha entendido que de correrse toros en estos Reynos se da ocasión a que muchos mueran con peligro de su saluación, y suceden otros inconuenientes dignos de remedio; suplicamos a vuestra Majestad prouea y mande que de aquí adelante no se corran más, y en lugar destas fiestas se introduzcan exercicios militares en que los súbditos de vuestra Magestad se hagan más hábiles para le servir (Actas, 1862: 454).

			La respuesta del monarca, esta vez Felipe II, volvió a ser negativa:

			A esto vos respondemos, que en quanto al daño que los toros que se corren hazen, los corregidores y justicias lo prouean y preuengan de manera que aquel se escuse en quanto se pudiere, y que en quanto al correr los dichos toros, esta es muy antigua y general costumbre destos nuestros Reynos, y para la quitar será menester mirar más en ello, y ansí por agora no conuiene se haga novedad (Actas, 1862: 454).

			Esta resolución del monarca puso punto final a la polémica sobre la prohibición de las fiestas de toros en las Cortes castellanas del siglo XVI. Pero el debate no concluyó aquí, porque la Iglesia tomó el relevo abolicionista.

			LA OPINIÓN DE LOS TEÓLOGOS

			Los procuradores castellanos aludían a un motu proprio del papa que prohibía las corridas de toros. Y es que el espectáculo taurino tampoco fue buen visto por un sector de la Iglesia que, como ya se ha apuntado, desde el siglo XIII había denunciado y condenado algunas prácticas, como la asistencia y participación de los clérigos en esos espectáculos, la celebración por los fieles de los días de precepto con festejos taurinos en lugar de hacerlo con misas y otras acciones de gracia o la celebración de corridas de toros en los cementerios. Ahora bien, al margen de estas disposiciones que muestran ya un sentir crítico con algunos aspectos de las fiestas de toros, en los siglos medievales la Iglesia se mantuvo al margen de la dialéctica taurina. El primer gran debate se planteó a mediados del siglo XVI como consecuencia de la celebración de un nuevo concilio ecuménico, el de Trento, y de su puesta en marcha por el papa Pío V. No obstante, en los siglos bajomedievales ya encontramos los primeros testimonios de escritores eclesiásticos críticos contra la fiesta.

			Cossío señala que la dialéctica taurinismo / antitaurinismo surgió a finales del siglo XV. Uno de los precursores de la argumentación antitaurina desde el punto de vista religioso fue el cardenal Juan de Torquemada. En su obra póstuma Summa de Eclessia (1489) parte de las tesis de los primeros escritores cristianos y Padres de la Iglesia, que condenaban las antiguas venationes o luchas con fieras romanas y establecían la prohibición de los clérigos de asistir a tales fiestas. Entiende que tales juegos son equiparables a las corridas de toros porque «lo mismo es tomarse con un toro que con otra fiera; y el peligro es el propio de exponerse a sus astas que a las uñas y dientes de un león». Por tanto declara la ilicitud del toreo porque, como en las venationes, se arriesga la vida, y, por supuesto, condena la asistencia del clero a tales espectáculos. El sacerdote Gabriel Alonso de Herrera, en su Agricultura general (1513), añade nuevos argumentos de orden económico y utilitario, social y animalista. En primer lugar señala que tradicionalmente se había fomentado la crianza de bueyes, tan necesarios para la agricultura, «mas agora, hácese lo contrario, mayormente en nuestra España; matan los toros con peligroso placer, echándoles lanzas y garrochas como si fueran malhechores no teniendo culpa». En segundo término apunta una razón de tipo social: el error de creer que la mejor manera de honrar a los santos es con fiestas y placeres deshonestos como las corridas de toros cuando, bien al contrario, «Dios se ofende de ello reciamente». Por último, se refiere a las muertes, heridas, males y escándalos derivados de estos juegos y, por primera vez, se denuncia el tormento del toro: «Yo no alcanzo a saber qué placer se puede haber de matar a lanzadas y cuchilladas una res de quien ningún mal se espera, antes mucho provecho» (cit. en Cossío, 1988: 86-87).

			La Universidad de Alcalá de Henares se convirtió en el centro de la corriente antitaurina en España. Algunos de sus doctores se habían formado en París, donde las luchas con animales, entre las cuales incluyeron las corridas de toros, estaban repetidamente vedadas por el derecho canónico. Uno de los primeros alumnos de Alcalá que levantó su voz contra las fiestas de toros fue santo Tomás de Villanueva (1486-1555), arzobispo de Valencia conocido por su elocuencia, que plasmó su opinión en admirables sermones. Uno de los más célebres fue el dedicado a san Juan Bautista, en el cual declaró:

			¿Quién tolerará esta bestial y diabólica usanza? ¿Hay brutalidad mayor que provocar una fiera para que despedace hombres? ¡O duro espectáculo! ¡O juego cruelísimo! ¡Presenciar la total ruina de su prójimo y tomar en ella placer y solaz el cristiano! ¿Cuánto no sudaron Padres y Doctores para remover tan obscenos y atroces actos de gentilidad? Se consiguió y fueron desterrados de toda la Iglesia. España únicamente guarda este rito gentil en detrimento suyo y no hay quien se le eche en rostro y prohíba. Yo, aunque no aproveche, haré mi deber y no callaré con el peligro común y de mi alma. Os denuncio, pues, en nombre de Jesucristo, Señor nuestro, que todos cuantos obráis y consentís y, si es vuestro, no prohibís las corridas, no solo pecáis mortalmente, sino que sois homicidas y deudores delante de Dios en el día de su juicio de tanta sangre violentamente vertida (cit. en Vargas Ponce, 1961).

			El argumento fundamental de santo Tomás de Villanueva es la ilicitud de un juego, heredero de los antiguos ludi romanos, en el que los hombres ponían en peligro su vida ante la presencia de un público que se deleitaba con tan cruel espectáculo. Por ello, afirmaba que pecaban mortalmente quienes organizaban o no prohibían las corridas de toros. En la misma línea el obispo de Calahorra Juan Bernal Díaz de Luco, en su obra Practica criminalis canonica (1543), destacaba la ferocidad del espectáculo:

			Ninguno se atreverá a negar no sea inhumana semejante acción de lidiar toros y que transmine a la antigua barbarie siguiéndosele muchas muertes, pues se va aumentando el placer a medida del rencor de los toros irritada con dardos su ferocidad contra los hombres (cit. en Vargas Ponce, 1961).

			Y el beato Juan de Ávila denunciaba a quienes promovían o permitían la celebración de estos espectáculos que «a muy muchas personas doctas parece sea pecado mortal, si no fuere de manera que no se siguiesen los inconvenientes que se siguen muchas veces» (cit. en Vargas Ponce, 1961: 104-105).

			Resulta interesante el matiz final porque enlaza con la posición de otro catedrático de teología de la Universidad de Alcalá, el doctor Juan de Medina, que difiere de sus compañeros y declara lícitas las corridas de toros si no concurre en el torero la circunstancia de temeridad. En su obra De restitutionibus et contratis tractatus (1550) exime de culpa a la autoridades que permitían la organización de espectáculos taurinos en el territorio de su jurisdicción, siempre que tomaran las siguientes cautelas: «si cuidan de que los toros que han de correrse no puedan inferir daño a los niños, viejos, mujeres, faltos de seso, beodos, cojos, enfermos y otras tales personas que sean bastantes a ponerse en cobro al llegar la res a ellos». Por tanto, debía haber refugios adecuados para los corredores y lidiadores, y los lances no debían ser actos de pura temeridad sino efectivos ejercicios de destreza. Con estas condiciones, las muertes y heridas producidas en las lidias serían las comunes a las de otros juegos y espectáculos en los que no se exigía responsabilidad a los gobiernos, siempre que tomaran las providencias oportunas. Así pues, para Medina la prevención de riesgos y la destreza de los toreros eran dos circunstancias que cambiaban la calificación moral de la lidia, convirtiendo en lícito el espectáculo y excusándolo de la acusación de pecado mortal. Por estas afirmaciones ha sido considerado por muchos como el primer apologista de la fiesta taurina (Cossío, 1988: 92-93).

			Aunque el título pueda resultar discutido, lo cierto es que los argumentos de Medina marcaron un nuevo rumbo en la polémica antitaurina, ya que sirvieron de base para los defensores de la fiesta, como Juan García de Saavedra, que añade el planteamiento utilitarista: si se prohibieran las corridas de toros, decaería en España el orden ecuestre y el manejo de los caballos (Vargas Ponce, 1961: 112). Y, en la misma línea, Francisco de Vitoria aporta el argumento que ya habían alegado algunos procuradores castellanos: incluir las corridas de toros entre los ejercicios militares que, aun con grave peligro de muerte, se hacen lícitos porque tienen un fin social que es el de preparar a los militares para la guerra (Urdanoz, 1960: 1081). La influencia de ambos se dejó sentir en el teólogo y escritor regalista Juan Roa Dávila. En 1591 publicó su polémica Apologia de iuribus principalibus defendendis et moderandis iuste, que dedica uno de sus siete tratados a las corridas de toros: De usus spectaculorum, ludorum et taurorum. Lo escribió en Roma durante la vigencia de la bula de Sixto V, intentando aportar argumentos para su revocación. Los encuentra en su utilidad, pues las fiestas de toros servían como entrenamiento para la guerra, y en la natural inclinación hacia estos espectáculos del pueblo español, al que habría que consultar antes de decidir sobre su conveniencia (Vargas Ponce, 1961: 115-116).

			Entre unos y otros estarían los que Cossío denomina «eclécticos»: Alcocer y Azpilicueta. Francisco de Alcocer, en su Tratado del juego, comienza presentando un preciso resumen de las opiniones opuestas de unos y otros. En primer lugar, reproduce la posición de Juan de Medina y sus seguidores:

			Unos doctores, no de pequeña autoridad, salvan y aprueban el tal ejercicio y regocijo, así de parte de los que en él andan con que tengan aviso y diligencia en tener tan cercana la guarida y adonde se amparar, que cuando el toro sobre ellos se revolviere se puedan acoger con tiempo, como de parte de los que dan autoridad y consienten correr los toros, como provean que en el lugar donde se corren los toros no haya niños, ni viejos, ni mujeres, ni locos, ni cojos, ni enfermos, ni otras personas que si por allí estuviesen peligrarían (cit. en Cossío, 1988).

			Estos doctores también afirmaban la licitud de las corridas votivas en honor de los santos o las ordenadas en testamento a beneficio del alma, y otras celebraciones taurinas, como las corridas de toros que se organizaban en las universidades con motivo de la recepción del grado de doctor. A continuación se refiere a las opiniones de los detractores:

			Otros doctores hay que dicen que los toros en ninguna manera se pueden correr sin pecado mortal; y que todos los que dan dineros y consejos para que se corran, pecan mortalmente: los señores y regidores de las ciudades, villas y lugares que lo tal mandan y consienten y favorecen y ayudan. Porque todos ellos consienten en el peligro de muerte probable que hay en el correr los toros (cit. en Cossío, 1988).

			Por último, expone su opinión, que es interesante porque se basa más en la observación de la realidad que en razonamientos de teología moral. Dice así:

			La resolución verdadera de esta dificultad depende de ver si el tal ejercicio es de suyo peligroso y de que se siguen muertes... Si se mira lo que pasa se hallará que cada año mueren en el Reino más de cien personas, y aún creo que más de doscientas que mataron los toros sin los que quedan heridos y lisiados. De los que matan y hieren los tablados que se caen, y de otros que por acaecimientos fortuitos vienen a morir no trato; porque esto solo es accidental al correr de los toros... Ejercicio y regocijo de donde sucede tal carnicería y muerte de tantos hombres, de gentiles es más que de cristianos: inhumano es, por cierto, y diabólico y que se debe desterrar de las repúblicas cristianas (cit. en Cossío, 1988).

			Hasta aquí su clara condena de las fiestas de toros. Pero Alcocer añade ocho conclusiones sobre el modo en que se celebraban estos juegos en las que se observa una cierta oscilación, seguramente debido a la influencia de los defensores de la fiesta. Conviene detenernos en sus argumentaciones porque muchas de ellas se harán presentes en la normativa posterior. La primera es que los toros son lícitos y se pueden hacer sin pecado siempre que se puedan correr sin peligro alguno; por ejemplo, cortando las puntas de los cuernos o llevando a los astados atados con maromas. La segunda conclusión señala que el ejercicio de correr los toros tal y como se hacía en aquel momento en España debía ser desterrado por los reyes y príncipes; los nobles podían seguir ejercitándose para la guerra con otros ejercicios menos peligrosos, como justas, juegos de cañas, sortijas y otros semejantes que servirían como regocijo para celebrar fiestas y alegrías. En la tercera, condena la presencia de prelados y religiosos en unos regocijos profanos que no debían autorizar con su presencia. La cuarta señala que no pecaban mortalmente los toreros de a pie que andaban en el coso, se ponían a torear y desjarretaban al toro, siempre que lo hicieran tomando las precauciones oportunas, como situarse cerca una barrera o lugar donde refugiarse y, por supuesto, sin temeridad. La quinta se refiere al enterramiento de los lidiadores que morían en la plaza, y señala la disyuntiva entre los teólogos que les negaban sepultura eclesiástica, tal y como estaba establecido por el derecho canónico para quienes morían en los torneos, y quienes, como él, entendían que esa norma estaba establecida para ese caso particular y no debía extenderse a otros ejercicios y regocijos en los que también había peligro probable de muerte. La sexta considera lícito el toreo caballeresco porque no suponía peligro probable de muerte para los lidiadores. La séptima exime de pecado mortal a quienes veían los toros desde ventanas, barreras y otros lugares seguros, porque esto no implicaba un peligro de muerte ni de lesión. Y la octava condena las corridas votivas o por juramento de los pueblos por las muertes y heridas que en ellas se podían producir. Por último, considera justo y legítimo el dinero ganado por los profesionales del toreo, porque tal ejercicio no es un acto servil. En consecuencia, podían retener lo ganado con buena conciencia y, desde luego, no tenían que devolverlo (Alcocer, 1559: 297-300).

			En cuanto a la posición del célebre doctor navarro Martín de Azpilicueta, más que ecléctica, se puede calificar de oscilante, ya que pasó de la dura crítica a la defensa de las corridas de toros. Antiguo alumno de Alcalá, ya anciano explica las razones de su drástica evolución:

			Había setenta años que se confesara haber asistido de estudiante a una corrida, que por las muertes que acaecieron en ella propuso no verlas más, y una sola vez lo quebrantó por el deber del Rectorado de Salamanca. Que había veinte o treinta años escribió de buena voluntad era pecado mortal por haberlo así oído de sus primitivos catedráticos, tan sabios y píos, que no se corrían en las Gallias; y no por defecto de bravura de las reses, como vulgarmente se creía, puesto que en Tolosa mató una vaca subiendo algunos escalones al rico mercader que dispuso, según la costumbre española, correrla en su patio. Además, le movió la multitud de pecados a que estas funciones dan margen y ser de los actos en que son comunes y frecuentes las heridas y desgracias; juntándose a todo la reflexión del Capitán Juan Javier, valiente en la milicia del siglo cuanto su hermano Francisco en la espiritual, que jamás los presenciaba por no aprenderse en ellos otra cosa que a huir siempre del contrario. Finalmente que, estando en el Derecho Canónico prohibidos los torneos, en la sustancia las corridas no mudaban naturaleza (cit. en Vargas Ponce, 1961).

			Sin embargo, años más tarde, en plena polémica tras la promulgación de la primera bula pontificia, llegó a las siguientes conclusiones:

			De diez años acá no me atrevo a asegurar lo mismo. Aun rogado oportuna e importunamente a que lo hiciese por muchos escogidos siervos de Dios, respondí que si bien sería santísima ley la que prohibiese este espectáculo, por cuanto rara vez se daba con la precisa cautela y moderación, ley que después de mi llegada a Roma promulgara el Papa Pío, de feliz recuerdo, Pontífice de admirable piedad y prudencia y ardiente deseo de llevar sus ovejas por el camino del Señor; con todo, las corridas, con las precauciones necesarias, no son pecado mortal (cit. en Vargas Ponce, 1961).

			Tales precauciones incluían algunas medidas que suponían una desnaturalización del festejo tal y como entonces estaba concebido. Por ejemplo: que se corrieran los toros ligándolos por los pies o las astas, o que se aserraran las puntas de las reses, como en su día ordenó la reina Isabel la Católica. Otras propuestas apuntaban aspectos más factibles, como la necesidad de multiplicar la seguridad de los refugios y de moderar la temeridad de los toreros. Con
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